PREVARICATO POR OMISIÓN
PROCESADO:   LABE
RADICACIÓN: 660456000061200600096-01

CONCEDE PRECLUSIÓN

A N°085

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRECLUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN / IMPOSIBILIDAD DE CONTINUAR LA ACCIÓN PENAL / PRESCRIPCIÓN / DEBE HABER CLARIDAD ABSOLUTA SOBRE LA ADECUACIÓN TÍPICA DE LAS CONDUCTAS / PREVARICATO POR OMISIÓN / NO EXIGIRLE CAUCIÓN A UN SECUESTRE.
De conformidad con la situación fáctica esgrimida por el representante del órgano persecutor, las conductas en las que presuntamente pudo incurrir el funcionario judicial son las de prevaricato por omisión y abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto…
… el delegado fiscal ante esta Corporación pretende el archivo definitivo de la actuación preliminar adelantada en contra del Dr. LABE, con fundamento en la causal “imposibilidad de iniciar o continuar con el ejercicio de la acción penal”, para cuyo efecto argumentó en esencia que en los comportamientos presuntamente al margen de la ley ya operó el fenómeno de la prescripción de la acción penal. (…)
Se hizo mención por el delegado fiscal, que el reproche al Dr. LABE se hacía por doble vía. De una parte, lo consistente en “no exigirle a la secuestre designada la póliza de garantía”. Y por otra parte: “el retiro masivo de todos los empleados del establecimiento de comercio objeto de la diligencia de embargo y secuestro”. Lo primero, en criterio del Tribunal, es absolutamente claro en cuanto a su adecuación típica, porque ello no podría constituir, en caso de que en verdad una tal ilicitud se haya presentado, algo diferente a un PREVARICATO POR OMISIÓN…
El Tribunal encuentra viable decretar la prescripción de la acción en lo que hace con la no exigibilidad de la póliza a la secuestre designada, conducta potencialmente constitutiva de un PREVARICATO POR OMISIÓN, como quiera que según lo reglado en el canon 414 del estatuto sustantivo, tiene fijada una pena que oscila entre 32 y 120 meses de prisión, y si tenemos en cuenta que los hechos presuntamente delictivos tuvieron ocurrencia en marzo 18 de 2005…, el tiempo máximo que tenía el Estado por intermedio de la Fiscalía General de la Nación para formular imputación… iría hasta marzo 18 de 2015. Término que a la hora de ahora se encuentra ampliamente superado.
La Colegiatura no está en posibilidad de definir si con respecto a los otros hechos atribuidos referidos al “despido masivo de empleados”, se está en presencia de un abuso de autoridad o de un prevaricato por acción, por las razones expuestas en precedencia en cuanto se desconocen los pormenores de lo realmente acaecido, a consecuencia de lo cual el fenómeno de la prescripción de la acción penal depende del esclarecimiento tanto de la parte fáctica como jurídica de ese comportamiento.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, cuatro (4) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)

 ACTA DE APROBACIÓN No 1093
PRIMERA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 04 de 2019. 9:14 a.m.

	Indiciado: 
	LABE 

	Cédula de ciudadanía:
	6`211.247 de Caicedonia (V.)

	Delito:
	Prevaricato por omisión y abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto.

	Asunto:
	Decide solicitud de preclusión. SE CONCEDE


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la determinación a tomar, se pueden concretar así:

1.1.- De la información aportada por el representante de la Fiscalía se da cuenta que el señor DIEGO RUBIEL PAREJA ZAPATA formuló denuncia en contra del Dr. LABE, en su condición de Juez Promiscuo Municipal de Santuario (Rda.), toda vez que en la diligencia de embargo y secuestro efectuada en marzo 18 de 2005 al establecimiento de comercio denominado “Supermercado Roma”, presuntamente infringió la ley penal al ordenar a la secuestre designada el: “[…] despido masivo de todos los empleados”, e igualmente: “no le exigió póliza de garantía a los secuestres para el cabal cumplimiento de sus funciones”.
1.2.- Luego de adelantar las pesquisas de rigor con el programa metodológico correspondiente, el delegado instructor ante esta Corporación presentó solicitud de preclusión a favor del funcionario investigado con fundamento en la causal “imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal”, a la cual se contrae el numeral 1º del artículo 332 CPP, de conformidad con los siguientes argumentos:

La denuncia formulada en contra del Dr. LABE fue asignada a su despacho en febrero 19 de 2019, procedente de la Oficina de Atención al Usuario e Intervención Temprana y Asignaciones de la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, luego de efectuar la depuración de expedientes a los cuales no se les había dado trámite alguno, evidenciándose que la última actuación que registra en el sistema SPOA se remonta a septiembre 11 de 2006, cuando se dispuso remitir la denuncia a la Unidad Delegada ante el Tribunal.

Asegura que a raíz del inexorable paso del tiempo, se puede establecer que en las conductas que le fueron endilgadas al funcionario judicial se ha producido el fenómeno de la prescripción de la acción penal, lo cual no es atribuible al despacho a su cargo, por lo ya aludido.  

Señala que la fecha de la comisión de la conducta de prevaricato por omisión -la cual comporta una pena que oscila entre 32 y 90 meses- que se enrostra al funcionario al no haber impuesto la caución a la secuestre designada, corresponde al momento de la realización de la diligencia de secuestro donde la misma tomó posesión del cargo, lo cual ocurrió en marzo 18 de 2005, por lo cual a la fecha han transcurrido más de 14 años, es decir, se superaron los 7 años y 6 meses como tiempo máximo con el que se contaba para el trámite de la acción penal.

Y en cuanto al ilícito de abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto -cuya pena principal es la multa y pérdida del empleo o cargo-, conforme lo reglado en el canon 83 C.P., la acción penal prescribiría en 5 años, tiempo que igualmente se encuentra ampliamente superado.
1.3.- El Procurador 150 Judicial II Penal no compartió la solicitud del señor Fiscal, toda vez que existe una indebida adecuación típica de las presuntas conductas punibles, y ante esa situación no operaría la prescripción. 
Considera que por el supuesto despido masivo de los trabajadores del establecimiento comercial que fue sometido a diligencia de embargo y secuestro, no se configura un abuso de autoridad, sino un prevaricato por acción, en cuyo caso la prescripción operaría en 12 años, que aumentado en una tercera parte serían 16 años, por tanto, el asunto prescribiría en el año 2021.

Y con respecto al presunto hecho de haberse permito la posesión de un secuestre sin el lleno de los requisitos legales, se configuraría, a su juicio, también una conducta de prevaricato por acción y no por omisión.

Es decir, que por ninguno de los dos hechos operaría la prescripción deprecada, toda vez que estaríamos en presencia de dos delitos de prevaricato por acción. 

1.4.- En relación con la adecuación típica planteada por el representante del Ministerio Público, el delegado del ente acusador insiste en que los hechos se ajustan a las conductas de prevaricato por omisión y abuso de autoridad, y no a los prevaricatos por acción aludidos. Indicó que la carpeta que contenía la denuncia “al parecer se desapareció”, y con lo único que cuenta es con una breve reseña de lo ocurrido según lo plasmado en el formato de noticia criminal, que fue la información que remitió la Oficina de Atención al Usuario e Intervención Temprana y Asignaciones de la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, así que con base en ella se encuadraron los referidos hechos punibles.
1.5.- La apoderada judicial de la víctima –nombrada de oficio por la Fiscalía-, coadyuvó la petición del ente acusador, y manifestó que incluso ninguna de las dos conductas que aquí se han referido como ilícitas se configuran en este evento.
1.6.- El funcionario investigado expresó que de acuerdo con el procedimiento civil vigente para la fecha de estos acontecimientos, se exigían dos pólizas, la primera para decretar el embargo del establecimiento comercial, y la segunda para el secuestre, la cual se hacía exigible con posterioridad a la diligencia, toda vez que el valor de la misma se calculaba con base en el inventario. 

Aclaró que para llevar a cabo la diligencia de secuestro se cerró el establecimiento comercial, y los empleados no podían estar ahí, porque la diligencia se hacía solo con el secuestre quien debía realizar un inventario de todo lo que se encontraba en ese lugar, y era decisión de la auxiliar de la justicia permitir o no la permanencia de los empleados en el sitio. 

1.7.- A su turno, el abogado defensor coadyuva la petición de la Fiscalía y señala que si en el expediente no obra la denuncia, no hay razón de ser de continuar con el proceso,  todo vez que la información nace y se perfecciona por intermedio de ella, así que de continuarse con esta averiguación se violaría el debido proceso.

2.- Para resolver, se considera

2.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con el fuero especial que establece el inciso segundo del artículo 34 de la Ley 906/04, al tener la persona indiciada la calidad de Juez Municipal para el momento de ocurrido el hecho atribuido.

2.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a determinar si tiene fundamento la solicitud de preclusión presentada ante este Tribunal por parte del delegado de la Fiscalía General de la Nación a favor del indiciado Dr. LABE, por la causal “imposibilidad de iniciar o continuar el ejercicio de la acción penal” con fundamento en la superación del término prescriptivo. 
2.3.- Solución a la controversia

De conformidad con la situación fáctica esgrimida por el representante del órgano persecutor, las conductas en las que presuntamente pudo incurrir el funcionario judicial son las de prevaricato por omisión y abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto, mismas que se encuentran tipificadas en el Código Penal en sus artículos 414 y 416, cuyo tenor literal es el siguiente: 
“ART. 414. -Prevaricato por omisión. El servidor público que omita, retarse, rehúse o deniegue un acto propio de sus funciones, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a noventa (90) meses, multa de trece punto treinta y tres (13,33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por sesenta (60) meses”.

“ART. 416 –Abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto. El servidor público que fuera de los casos especialmente previstos como conductas punibles, con ocasión de sus funciones o excediéndose en el ejercicio de ellas, cometa acto arbitrario e injusto, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público”.

En este caso en particular, el delegado fiscal ante esta Corporación pretende el archivo definitivo de la actuación preliminar adelantada en contra del Dr. LABE, con fundamento en la causal “imposibilidad de iniciar o continuar con el ejercicio de la acción penal”, para cuyo efecto argumentó en esencia que en los comportamientos presuntamente al margen de la ley ya operó el fenómeno de la prescripción de la acción penal.

Se opone a esa pretensión el representante del Ministerio Público, con base en que los hechos que se dice delictuosos y que dieron lugar a la denuncia, esto es: “permitir la posesión de un secuestre sin el lleno de los requisitos legales” y “ordenar el despido masivo de empleados”, no pueden adecuarse en los tipos penales de prevaricato por omisión y abuso de autoridad, respectivamente, sino más bien, en su criterio, al delito de prevaricato por acción. Siendo así -asegura- la acción penal no habría prescrito, toda vez que la pena máxima establecida para ese específico punible es de 144 meses de prisión.

Antes de penetrar en el análisis que se solicita, la Sala debe poner de presente que la competencia funcional asignada a la Corporación en este tipo de asuntos, en principio, se encuentra limitada por la causal de preclusión expresamente solicitada por el ente persecutor, ya que es esta autoridad la que posee la iniciativa en ese sentido y en quien radica dicha potestad de manera exclusiva y excluyente en aquellos segmentos procesales en los cuales aún no ha existido imputación. Siendo así, solo podremos referirnos de fondo con respecto a si la acción penal no podía iniciarse o no puede proseguirse como consecuencia de haber operado el fenómeno prescriptivo. Queda por tanto al margen de toda discusión, si lo atribuido al funcionario indiciado en verdad constituye conducta punible y si la prueba es o no potencialmente demostrativa de responsabilidad penal. 

No obstante lo que se acaba de asegurar, importa poner a salvo que a raíz de la intervención del señor Procurador Judicial, la Corporación sí se ve obligada a definir si los hechos materia de averiguación encuadran, al menos formalmente, en los delitos de prevaricato por omisión y abuso de autoridad, en los términos anunciados por el delegado fiscal; o si, por el contrario, los mismos dan cuenta de sendos punibles de prevaricato por acción como lo asevera el Ministerio Público. Lo dicho, con fundamento en que allí radica precisamente una sustancial diferencia a efectos de poder concluir lo atinente a la prescripción de la acción penal, dado que el fenómeno prescriptivo está atado indefectiblemente al monto máximo de la pena a imponer. 
En ese orden de ideas, la Colegiatura debe manifestar de entrada, que algunos de los comportamientos enrostrados al funcionario investigados son claros, en tanto otros son verdaderamente confusos. Y se explica:
Se hizo mención por el delegado fiscal, que el reproche al Dr. LABE se hacía por doble vía. De una parte, lo consistente en “no exigirle a la secuestre designada la póliza de garantía”. Y por otra parte: “el retiro masivo de todos los empleados del establecimiento de comercio objeto de la diligencia de embargo y secuestro”. Lo primero, en criterio del Tribunal, es absolutamente claro en cuanto a su adecuación típica, porque ello no podría constituir, en caso de que en verdad una tal ilicitud se haya presentado, algo diferente a un PREVARICATO POR OMISIÓN. Pero lo segundo, es indudablemente algo confuso, porque no se sabe bien si la recriminación hace alusión a que el aquí indiciado en su condición de juez en efecto ordenó la cancelación de los contratos de trabajo de todos los empleados como consecuencia de las medidas cautelares decretadas, o si, por el contrario, lo que se le reprocha es haber ordenado el retiro temporal o provisional de los trabajadores que operaban en ese local para poder llevar a cabo el inventario que una diligencia de esa naturaleza requería. 

El agente del Ministerio Público asegura que lo primero no constituye un prevaricato por omisión sino un PREVARICATO POR ACCIÓN, pero en criterio del Tribunal esa aseveración contiene un equívoco, porque se observa que el señor Procurador parte de una idea errónea consistente en que la póliza de garantía es un requisito esencial e ineludible para poder designar y posesionar a un secuestre, cuando la realidad jurídica enseña que de las disposiciones legales no se extrae un tal entendimiento. En ese específico punto le asiste razón al señor juez indiciado, porque explicó que dicha exigencia de póliza ES POSTERIOR Y NO ANTERIOR O CONCOMITANTE a la designación y posesión de un auxiliar de la justicia.
En efecto, si se mira el contenido del numeral 8 del artículo 9, y el inciso 3 del artículo 683 C.P.C, se encontrará que la exigencia y efectividad de la póliza de garantía requerida a los secuestres no es un requisito sine qua non para su designación y posesión, sino que la misma se lleva a cabo después y dentro del plazo judicial establecido. Textualmente el dispositivo enseña:  
“ART. 9 DESIGNACIÓN. En la designación de auxiliares de la justicia se observarán las siguientes reglas:
[…]
8. Todo nombramiento se notificará por telegrama enviado a la dirección que figure en la lista oficial, y en éste se indicará el día y la hora de la diligencia a la cual deban concurrir. Copia debidamente sellada por la oficina de telégrafo respectiva, se agregará al expediente. En la misma forma se hará cualquiera otra notificación.

El cargo de auxiliar de la justicia es de obligatoria aceptación dentro de los cinco (5) días siguientes al envío del telegrama correspondiente so pena de que sea excluido de la lista, salvo justificación aceptada. Los peritos deberán posesionarse dentro de los cinco (5) días siguientes a la aceptación.

La notificación por telegrama, se podrá suplir enviando por correo certificado el oficio donde conste la designación del auxiliar de la justicia dentro del proceso.
[…]

ART. 683. FUNCIONES DEL SECUESTRE Y CAUCIÓN. 

[…]

El secuestre deberá prestar la caución que el juez fije una vez practicado el secuestro, y si no lo hace en el término que se le señale, será removido”

Y justamente el funcionario indiciado obró de acuerdo con esa exigencia normativa, porque en el acta de la diligencia de secuestro no solo consta la posesión de la persona a quien se le encomendó dicha función, sino que se le concedió un plazo para que procediera a la constitución de dicha póliza. 

Así es porque en la carpeta del proceso ejecutivo que tramitó el Juzgado Promiscuo Municipal de Santuario -incorporada al expediente penal-, se observa que para el momento de la diligencia de secuestro -marzo 18 de 2005- no era exigible el pago previo de la póliza, e incluso en la misma diligencia el juez dispuso que en el término de 10 días siguientes se constituyera una caución de $300.000.oo, ello en cumplimiento de lo dispuesto en el numeral 6º del artículo 682 y 683 C.P.C. vigente para esa época; por tanto, si algún reproche se le podría llegar a hacer al funcionario, sería con ocasión a la omisión en requerir a la auxiliar de la justicia para que explicara por qué motivo durante el término concedido no aportó la respectiva póliza, como quiera que la caución solo se pagó en agosto 29 de 2006 en atención a la designación de un nuevo secuestre, por cuanto la señora FLOR ENID ACEVEDO GRISALES renunció a dicha designación y hubo de ser reemplazada.
Se destaca de ese trámite que el señor juez requirió a la inicial secuestre el 29 de marzo de 2005 para el pago de esa póliza, o sea al día siguiente del vencimiento del plazo concedido; empero, la secuestre renunció en abril 14 de 2005 y el juez aceptó esa renuncia el 29 de abril, es decir, exactamente al mes de haberla requerido.
Lo que podría tal vez recriminarse entonces, es que al cumplirse el plazo concedido el señor juez no hubiera hecho lo propio para hacer efectiva la póliza muy a pesar que la secuestre permaneció en el cargo por un mes más, situación que desde luego escapa al terreno propio de un PREVARICATO POR ACCIÓN como lo sugiere el Ministerio Público, y pasa al campo del PREVARICATO POR OMISIÓN en los términos anunciados por el delegado fiscal proponente de la preclusión por la vía de una prescripción.
Desde luego, quedaría en el ambiente la posibilidad de pregonarse quizá también un prevaricato por acción, pero ya no por la razón aludida por el señor Procurador, sino por una motivo diferente, y es lo consistente a si para aquel momento era viable o no la designación de un secuestre en cabeza de una persona honorable debidamente calificada para ese efecto, como se hizo en el presente este asunto. Lo anterior bajo el entendido que quizá lo que correspondía era esa designación pero en cabeza de una persona que contara con licencia para poder ejercer ese cargo
. Empero, una polémica en ese sentido no la puede dilucidarla el Tribunal en este momento porque se excedería el ámbito de lo que por esta vía se nos ha solicitado, acorde con lo explicado en párrafos precedentes.

Ahora, en lo que atañe a la otra presunta conducta desviada consistente en haber ordenado el “despido masivo de los empleados de ese establecimiento de comercio”, si constituye un abuso de autoridad o por el contrario un prevaricato por acción, la Sala dirá lo siguiente:
Como es sabido, en la base de todos los punibles contra la Administración Pública se encuentra subyacente o inmerso un abuso de autoridad, razón de ser para que el ilícito de abuso de autoridad propiamente dicho sea un tipo penal subsidiario como quiera que se aplica: “fuera de los casos específicamente previstos como conductas punibles”. Bajo ese entendido, en términos genéricos podríamos asegurar que si el reproche que se le hace al funcionario tuviese algún fundamento, se podría encasillar tanto en el prevaricato por acción como en un abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto, pero, por supuesto, solo uno de los dos dispositivos estaría llamado a aplicarse porque no pueden concurrir simultáneamente al ser excluyentes.

Siendo así como en efecto lo es, para el caso en estudio la Sala no está en posibilidad de definir si en este asunto ha operado o no el fenómeno de la prescripción de la acción penal, por varias razones: La primera, porque los hechos a los cuales ha hecho referencia el señor fiscal, como se dijo, son realmente confusos y dependiendo de su verdadero entendimiento podría encuadrarse en un prevaricato por acción ora en un abuso de autoridad. Y lo segundo, porque, para colmo de males, el señor fiscal le manifestó a esta Corporación que tampoco estaba en capacidad de aclarar la disyuntiva ya que la carpeta contentiva de la denuncia y sus anexos “al parecer desapareció”, así que solo contaba con lo referido a manera de síntesis en el formato de noticia criminal. 
De todo lo anterior se tiene en síntesis lo siguiente: 

(i) El Tribunal encuentra viable decretar la prescripción de la acción en lo que hace con la no exigibilidad de la póliza a la secuestre designada, conducta potencialmente constitutiva de un PREVARICATO POR OMISIÓN, como quiera que según lo reglado en el canon 414 del estatuto sustantivo, tiene fijada una pena que oscila entre 32 y 120 meses de prisión
, y si tenemos en cuenta que los hechos presuntamente delictivos tuvieron ocurrencia en marzo 18 de 2005, esto es, cuando al parecer el operador jurídico omitió exigirle a la secuestre FLOR ENID ACEVEDO GRISALES la constitución de una póliza o caución para garantizar el cumplimiento de sus funciones, el tiempo máximo que tenía el Estado por intermedio de la Fiscalía General de la Nación para formular imputación -que interrumpiría la prescripción de la acción penal conforme al artículo 292 C.P.P.- iría hasta marzo 18 de 2015. Término que a la hora de ahora se encuentra ampliamente superado.

(ii) La Colegiatura no está en posibilidad de definir si con respecto a los otros hechos atribuidos referidos al “despido masivo de empleados”, se está en presencia de un abuso de autoridad o de un prevaricato por acción, por las razones expuestas en precedencia en cuanto se desconocen los pormenores de lo realmente acaecido, a consecuencia de lo cual el fenómeno de la prescripción de la acción penal depende del esclarecimiento tanto de la parte fáctica como jurídica de ese comportamiento. 
(iii) Se dispondrá que el señor fiscal reconstruya la actuación que afirma “al parecer se desapareció”, contentiva de la denuncia y sus anexos, con miras a dar claridad a lo acaecido; e igualmente, establezca si existe o no la posibilidad de haberse incurrido por parte del funcionario indiciado, en algún PREVARICATO POR ACCIÓN de conformidad con lo explicado anteriormente.

(iv) Se compulsarán copias de la presente determinación con destino a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura y a la Dirección Seccional de Fiscalías, para que se establezca a qué funcionarios y/o empleados del órgano persecutor les puede llegar a asistir compromiso con ocasión de la prescripción generada en este asunto y por la pérdida de parte de la documentación.

Lo anterior, en cuanto según lo informado desde septiembre 11 de 2006 fue registrada en el sistema SPOA la orden de remisión de este asunto a los Fiscales Delegados ante esta Corporación, pero esa orden apenas se acató en febrero 19 de 2019, es decir, 12 años después, sin que ninguno de los servidores judiciales se hubiera percatado de esa situación que a la postre conllevó a que en este caso operara el fenómeno prescriptivo, con el consiguiente desprestigio para Administración de Justicia.

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal,

RESUELVE 

PRIMERO: SE CONCEDE la solicitud de PRECLUSIÓN de la acción penal a favor del Dr. LABE, en su condición de Juez Promiscuo Municipal de Santuario (Rda.) para la época de los hechos, en lo que hace con la no exigibilidad de la póliza a la secuestre designada, que potencialmente podría constituir un punible de PREVARICATO POR OMISIÓN.

SEGUNDO: SE NIEGA  la declaratoria de prescripción con respecto a los otros hechos atribuidos referidos al “despido masivo de empleados”, por las razones expuestas en el cuerpo motivo de esta providencia, a consecuencia de lo cual el fenómeno de la prescripción de la acción penal dependerá del esclarecimiento tanto de la parte fáctica como jurídica de ese comportamiento.
TERCERO: SE ORDENA el señor fiscal reconstruir la actuación contentiva de la denuncia y sus anexos, con miras a dar claridad a lo acaecido; e igualmente, deberá establecer si existe o no la posibilidad de haberse incurrido por parte del funcionario indiciado en algún PREVARICATO POR ACCIÓN, conforme a lo explicado en esta decisión.

CUARTO: SE ORDENA compulsar copias de esta actuación con destino a la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura, y a la Dirección Seccional de Fiscalías, para los fines mencionados en la parte considerativa.

QUINTO: Contra la presente determinación proceden los recursos ordinarios de ley, así: el delegado fiscal con respecto a la negativa de preclusión en lo atinente al despido masivo de empleados, y el Procurador Judicial en lo atinente a la preclusión por prescripción en el caso referido a la no exigencia de la póliza a la secuestre designada. La interposición y sustentación deberá hacerse dentro del trámite de la audiencia de lectura de esta determinación.

La providencia queda notificada en estrados.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Tal situación es en verdad compleja, toda vez que una cosa es lo que rige actualmente bajo el régimen de la Ley 1395 de 2010, y otra la que estaba vigente de conformidad con lo establecido en el artículo 9º CPC modificado por el artículo 1º del Dcto. 2282 de 1989, que hacía referencia a que en las cabeceras de distrito judicial y en las ciudades de más de 200.000 habitantes, se hacía indispensable que los auxiliares de la justicia obtuvieran licencia para poder ser designados como tales. Y se ignora si para aquel entonces el Municipio de Santuario (Rda.) contaba con esa población. 


� De conformidad al art. 83 C.P. original opera el aumento de una tercera parte de la pena, mas no la ampliación a que alude el inciso 3°, art. 83 C.P., por cuanto ello fue introducido al ordenamiento jurídico mediante la Ley 1474/11, misma que no se encontraba vigente para la época de comisión de la ilicitud atribuida. 
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